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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210031100 

 
Bogotá D.C., a los veintidós (22) días del mes de julio del 2021 

 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por la UNIÓN TEMPORAL  CONSULTORES 
ESVEL, representada legalmente por ALEXANDER ARANA OSUNA, identificado 
con la C.C. N° 80.093.217, contra la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL- POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA –DIRECCIÓN NACIONAL 
DE ESCUELAS DINAE y los vinculados COLOMBIA COMPRA EFICIENTE-
SISTEMA ELECTRÓNICO DE CONTRATACIÓN PÚBLICO –SECOP II y todos 
los OFERENTES que se presentaron en el PROCESO DE SELECCIÓN 
ABREVIADA DE MENOR CUANTÍA PN DINAE SA MC 020 2021, por considerar 
que se le está vulnerando su derecho fundamental de petición. 
 

ANTECEDENTES 
 
El representante legal de la empresa accionante manifiesta que en su condición de 
oferente y como representante legal de la Unión Temporal Consultores ESVEL, dentro de 
la convocatoria pública,  por medio de escrito CO1.MSG.2600984 del 22 de mayo de 2021, 
radicó petición a través de plataforma virtual del proceso número PN-DINAE-SA-MC-
020-2021 de la Agencia Nacional de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente 
SECOP II, solicitando a la Dirección Nacional de Escuelas DINAE de la Policía Nacional 
dentro del proceso No. PN DINAE SA MC 020 2021, se revocará la Resolución N° 0162 
de 21 de mayo de 2021, por la cual se adjudicó la convocatoria pública citada, declarando 
configuradas las causales 1 y 3 del artículo 93 de la Ley 1437 de 2011; asimismo, peticionó 
que se tuviera en cuenta la subsanación realizada por el oferente ARCA, en consecuencia, 
por vía legal se adjudique a la empresa que representa en forma definitiva la presente 
convocatoria. 
 

SOLICITUD 
 
Alexander Arana Osuna en su calidad de representante legal de la Unión Temporal 
Consultores ESVEL, requiere que se tutele su derecho fundamental de petición en 
consecuencia, se ordene a la accionada que en el término de 48 horas siguientes a la 
notificación del fallo, dé contestación clara, precisa, concreta y de fondo al derecho de 
petición No. CO1.MSG.2600984 del 22 de mayo de 2021, radicado a través de la 
plataforma virtual del proceso número PN DINAE SA MC 020 2021 de la Agencia 
Nacional de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente SECOP II. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Repartida y recibida la tutela el 08 de julio del 2021, se admitió mediante providencia de 
la misma fecha, ordenando notificar a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional- Policía 
Nacional de Colombia –Dirección Nacional de Escuelas DINAE, concediéndole el término 
de veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre la tutela de referencia. El 13 de julio 
del año en curso, se vinculó al trámite constitucional a la entidad pública Colombia 
Compra Eficiente-Sistema Electrónico de Contratación Público –SECOP II., así como a 
todos los OFERENTES que se presentaron en el Proceso de Selección Abreviada de Menor 
Cuantía PN DINAE SA MC 020 2021, concediéndoles el término de veinticuatro (24) 
horas para pronunciarse sobre la presente acción de amparo. 
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RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 

El Director Nacional de Escuelas DINAE, refirió el trámite que se surtió con ocasión del 
proceso contractual para la “ELABORACIÓN DE DISEÑOS Y ESTUDIOS TÉCNICOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN Y DOTACIÓN PARA LA INFRAESTRUCTURA DE SERVICIOS DEL COMEDOR 
ESTUDIANTES ESCUELA DE CARABINEROS PROVINCIA DE VÉLEZ “MAYOR GENERAL MANUEL 

JOSÉ LÓPEZ GÓMEZ”, indicando que incluye estudios de suelos, topográfico, diseño 
arquitectónico, urbanístico, paisajístico y sostenibilidad, diseño estructural y de 
elementos no estructurales, diseños de redes hidro-sanitarias, gas y contraincendios 
interior y exterior, diseño de redes de media y baja tensión interior y exterior y 
apantallamiento, explicando lo concerniente a la expedición del certificado de 
disponibilidad presupuestal, publicación del aviso de la convocatoria pública en la página 
Web del SECOP II, así como el pliego de condiciones, estudio de documentos previos. 
Igualmente, informó sobre la designación de los integrantes de los comités jurídico, 
técnico y económico para ese proceso de selección abreviada de menor cuantía No. PN- 
DINAE-SA-MC-020-2021, también describió el paso a paso todas las actividades 
realizadas en el trámite de dicha convocatoria, señalando que ese proceso concluyó con la 
expedición de la Resolución N° 0162 del 21/05/2021, mediante la cual se adjudicó el 
proceso PN-DINAE-SA-MC-020-2021, así como que una vez adjudicado, el señor 
Alexander Arana Osuna, representante legal de la Unión Temporal Consultores ESVEL, 
solicitó la revocatoria directa del citado acto administrativo, argumentando las causales 1 
y 2 del artículo 93 del CPACA. 
 
Frente a las pretensiones de la acción constitucional, señala que verificado el escrito de 
tutela, no es acertado que el accionante alegue una presunta vulneración de derechos 
fundamentales, especialmente el de petición, por cuanto la norma y la jurisprudencia son 
claras en precisar que el término con que cuenta la administración para resolver la 
solicitud de revocatoria es de dos (2) meses, contados a partir de su presentación, máxime 
si se tiene en cuenta que el accionante radicó su petición el 22 de mayo de la presente 
anualidad. 
 
Adicionalmente, indica que el acto administrativo de adjudicación del contrato, de 
conformidad con la jurisprudencia y la doctrina, i) es un acto administrativo de carácter 
definitivo y de alcance particular; ii) es irrevocable, por regla general, y iii) es obligatorio, 
tanto para la entidad contratante como para el adjudicatario; sin embargo, el artículo 9 
de la Ley 1150 de 2007 contienen una excepción que permite la revocatoria directa del 
acto administrativo de adjudicación, correspondiente a la inhabilidad o incompatibilidad 
u obtención del acto por medios ilegales, condición que en el presente caso no se 
encuentra probada. 
 
Por lo anteriormente expuesto, solicita no acoger las pretensiones incoadas por el 
accionante, por consiguiente, desvincular a la Policía Nacional – Dirección Nacional de 
Escuelas de la presente acción de amparo, al considerar que no existe amenaza de un 
derecho constitucional como lo quiere hacer ver la parte accionante. 
 
La Secretaria General de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra 
Eficientes, ilustró al Juzgado sobre la competencia de la entidad que representa en el 
presente asunto de conformidad con las normas que la rigen, concluyendo que la 
responsabilidad frente al desarrollo del proceso de contratación que se trate, las 
decisiones que se adopten, la publicación de los documentos, la adjudicación y su 
revocatoria directa, la celebración del contrato, su ejecución, así como la terminación del 
mismo, es única y exclusiva de la entidad estatal contratante, en este caso, la Dirección 
Nacional de Escuelas DINAE de la Policía Nacional, por lo que considera que en este caso, 
se presenta falta de legitimación por pasiva, en consecuencia, solicita al Despacho 
denegar el amparo pretendido ante la ausencia de prueba de los hechos causantes de la 
presunta violación de los derechos fundamentales invocados. 
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Finalmente, la Dirección Nacional de Escuelas DINAE, en cumplimiento de lo dispuesto 
en proveído del 13 de julio del año en curso, informa sobre el cumplimiento de la 
publicación en la página web del SECOP II, así como la notificación a todos los oferentes 
de la presente acción constitucional. 
 

CONSIDERACIONES 
 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1983 de 2017 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que 

se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 

repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 

categoría…”…”, como sucede en este caso. 

 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 

 
Se debe determinar si la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA 
NACIONAL DE COLOMBIA –DIRECCIÓN NACIONAL DE ESCUELAS DINAE y los 
vinculados AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA -COLOMBIA 
COMPRA EFICIENTE-SISTEMA ELECTRÓNICO DE CONTRATACIÓN PÚBLICO –
SECOP II, han vulnerado el derecho fundamental de petición de la UNIÓN TEMPORAL 
CONSULTORES ESVEL, Representada Legalmente Por Alexander Arana Osuna. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo dispone 
el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de la Corte 
Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de Tutela es  un 
instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos 
se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, 

excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de amparo de los derechos 
fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza eminentemente residual y 
subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de excepcional al verificarse la 
existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia 
para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las 
circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando la 
acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a un derecho 
fundamental3.  
 

También ha señalado la Corte Constitucional entre otras decisiones en la Sentencia T-
500 de 2019, que para la procedencia de la Acción de tutela se deben cumplir los 
siguientes requisitos: (i) legitimación por activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los 
mecanismos judiciales disponibles, salvo la ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la 

evidente afectación actual de un derecho fundamental (inmediatez)., en consecuencia, en se examinará 
en primer lugar, si la presente acción de tutela, satisface los requisitos generales de 
procedibilidad. 
 
Bajo las anteriores premisas, procede el Despacho a resolver, teniendo en cuenta las 
pruebas allegadas, si se dan o no por cumplidos los requisitos formales de procedibilidad 
de la acción de tutela. 
 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
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Así las cosas, para este Juzgado es claro que los requisitos de legitimación en la causa por 
activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de acuerdo a lo 
enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en el artículo 10 
del Decreto 2591 de 1991, el señor ALEXANDER ARANA OSUNA, se encuentra 
Legitimado para interponer de forma directa la acción constitucional que nos ocupa, por 
cuanto es el representante legal de la Unión Temporal Consultores ESVEL, empresa 
titular del derecho fundamental que aduce le fue vulnerado y es quien solicita su amparo;  
respecto de la legitimación por pasiva se encuentra acreditado su cumplimiento, pues la 
solicitud se dirige contra autoridades públicas del orden nacional, como son la Policía 
Nacional-Dirección Nacional de Escuelas DINAE y la Agencia Nacional de Contratación 
Pública –Colombia Compra Eficiente- Sistema Electrónico de Contratación Público –
SECOP II, a las que se le atribuye la violación de los derechos deprecados, pues la primera 
es la entidad contratante que tiene bajo su cargo el proceso de selección abreviada de 
menor cuantía PN-DINEA-SA-MC-020-2021, en tanto que la segunda es la encargada de 
la Plataforma en la cual se publica la actividad contractual de las entidades públicas, de 
acuerdo con la normatividad vigente. 
 
Respecto del principio ii) inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha indicado que, 
en virtud del citado principio, la interposición de la acción de tutela debe hacerse dentro 
de un plazo razonable  y oportuno, contado a partir del momento en que ocurre la 
situación violatoria o amenazante de los derechos fundamentales, encontrándose 
cumplido en el presente asunto, ya que entre el momento en que el demandante presentó 
solicitud de revocatoria directa de la Resolución N° 0162 del 21 de mayo de 2021, esto es, 
22 de mayo del año en curso y la radicación de la tutela 08 de julio de 2021, sólo 
transcurrieron treinta y un  (31) días hábiles, término que se considera más que razonable. 
 
En lo que respecta a la subsidiaridad es de anotar que el artículo 86 de la Constitución 
Política dispuso que la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable”; de ahí que se establezca en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 la 
existencia de otros recursos o medios de defensa judicial como causal de improcedencia, 
a menos que se acuda a esta protección especialísima como mecanismo transitorio para 
remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción recaiga sobre un sujeto de especial 
protección.  
 
En el caso concreto de la protección del derecho de petición, la Corte Constitucional ha 
estimado que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa 
judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte 
afectado por la vulneración de este derecho fundamental no dispone de ningún 
mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo, por esta 
razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no ocurrió, esto 
es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de 
amparo constitucional. 
  
Aclarado lo anterior, en el caso de marras y en tratándose que la única pretensión 
presentada en la presente acción constitucional, es el amparo del derecho fundamental 
de petición, resulta procedente la acción de tutela. 
 
Ahora, en cuanto al derecho de petición la Corte Constitucional de forma reiterada y 
pacífica, entre otras decisiones, en la Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del 
Magistrado MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló “La Corte Constitucional se ha 

ocupado ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de 
confirmar su carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 
A su vez, el artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones respetuosas 
ante las autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley –, y, 
principalmente, "a obtener pronta resolución".  
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Por otra parte, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de 
los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

 
En la cita sentencia la Corte Constitucional en punto al derecho de petición, precisó: 
 

“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que 
éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse dentro 
de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso la decisión 
de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo ha sostenido ésta 
Corporación.  
La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de que 
el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta prerrogativa no 
permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver favorablemente las peticiones 
que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior se limita a señalar que, como 
consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta resolución", lo cual no implica que ésta 
necesariamente tenga que resultar de conformidad con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades administrativas de 
pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una obligación de hacer, en cabeza de 
la autoridad pública, que requiere del movimiento del aparato estatal con el fin de resolver la 
petición ya sea favorable o desfavorablemente en relación con las pretensiones del actor y evitar 
así una parálisis en el desempeño de la función pública y su relación con la sociedad.” 

 
Además, en la Sentencia T - 077 del 2018 reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017 y estableció nueve características del derecho 
de petición, así: 
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos 
de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es 
decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver de 
fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y 
(iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 
públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a los 
particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas 
fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un término 
de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, 
entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando además el 
término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio 
administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la exonera 
del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la respuesta 
al interesado”. 

  
Lo anterior, significa que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha ocupado de 
fijar tanto el sentido como el alcance del derecho de petición; así las cosas, ha reiterado 
que las peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben 
ser resueltas de manera oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple 
respuesta formal. 
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Partiendo de lo descrito anteriormente y, teniendo en cuenta la naturaleza y alcance de 
este derecho, la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó que el núcleo 
fundamental del derecho de petición está constituido por: 
 

i) El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa. 
ii) La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.  

 
Atendiendo la normatividad y jurisprudencia referidas, se procederá a determinar si el 
amparo constitucional deprecado resulta procedente en el presente asunto. 
 
Siendo ello así, se observa que el representante legal de la Unión Temporal Consultores 
ESVEL, pretende se tutele su derecho fundamental de petición en consecuencia, se ordene 
a la entidad accionada que en el término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, 
dé contestación clara, precisa, concreta y de fondo al derecho de petición No. 
CO1.MSG.2600984 del 22 de mayo de 2021, radicado a través de la plataforma virtual del 
proceso número PN-DINAE-SA-MC-020-2021 de la Agencia Nacional de Contratación 
Pública Colombia Compra Eficiente SECOP II, toda vez que a la fecha de interposición de 
la presente acción constitucional, no había obtenido respuesta. 
 
En cuanto al alcance del derecho de petición no solo permite a la persona que lo ejerce 
presentar una solicitud respetuosa, sino que implica la facultad de exigir a la autoridad a 
quien le ha sido formulada, una respuesta de fondo y oportuna del asunto sometido a su 
consideración. 
 
En ese sentido, la respuesta que se dé a las peticiones deben cumplir con los siguientes 
requisitos: (i) ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; (ii) resolver de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 
lo solicitado, y (iii) ponerse en conocimiento del peticionario pues la notificación forma 
parte del núcleo esencial del derecho de petición, al punto que de nada serviría la 
posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta se reserva para sí el sentido de lo decido. 
 
En ese orden, verificadas las diligencias, advierte esta sede judicial que la demandante 
radicó derecho de petición con N° CO1.MSG.2600984 el 22 de mayo de 2021 ante la 
Dirección Nacional de Escuelas DINAE, mediante el cual solicitó: 
 

“1.- Se REVOQUE la Resolución No. 0162 de mayo 21 de 2021, por la cual se adjudica la 
convocatoria pública del proceso número PN DINAE SA MC 020 2021, declarando configuradas 
las causales 1 y 3 del artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, con arreglo a los argumentos impuestos en 
este escrito. 
 
2.- Que sea tenida en cuenta la subsanación realizada por el oferente ARCA, por consiguiente, sea 
incluido el valor de la oferta económica de este proponente para realizar el cálculo del promedio 
para la asignación de puntajes por el factor precio. 
 
3.- Consecuencialmente y por vía legal, se adjudique a la UNIÓN TEMPORAL CONSULTORES 
ESVEL en forma definitiva la presente convocatoria. 
 
4.- Las demás que pueda generar la presente actuación como la nulidad supralegal por violación 
al artículo 29 de la Constitución Política de Colombia (…)” 

 
Verificadas las pruebas arrimadas en el curso de la presente acción constitucional y en 
especial lo pretendido mediante el derecho de conclusión, se puede concluir que el asunto 
puesto a consideración de esta judicial, no existe vulneración de derecho fundamental de 
petición invocado por el demandante, toda vez que pretende la revocatoria de la 
Resolución N° 0162 de 21 de mayo de 2021, para cuya resolución de conformidad con lo 
establecido en el artículo 95 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA) la  entidad accionada cuenta 
con dos (2) meses siguientes a su presentación, encontrándose la accionada dentro del 
término para resolver la petición radicada por la UNIÓN TEMPORAL CONSULTORES 
ESVEL , dado que el derecho de petición fue presentado el 22 de mayo del año en curso y 
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la acción de tutela fue interpuesta el 8 de julio de 2021, por lo que a todas luces se advierte 
que no ha transcurrido el tiempo señalado en la norma citada, en efecto la aquella 
dispone: 

ARTÍCULO 95. OPORTUNIDAD. La revocación directa de los actos administrativos podrá 
cumplirse aun cuando se haya acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
siempre que no se haya notificado auto admisorio de la demanda. 

Las solicitudes de revocación directa deberán ser resueltas por la autoridad 
competente dentro de los dos (2) meses siguientes a la presentación de la solicitud. 
(Negrilla fuera de texto) 

Contra la decisión que resuelve la solicitud de revocación directa no procede recurso. 

PARÁGRAFO. No obstante, en el curso de un proceso judicial, hasta antes de que se profiera 
sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del interesado o del Ministerio Público, las 
autoridades demandadas podrán formular oferta de revocatoria de los actos administrativos 
impugnados previa aprobación del Comité de Conciliación de la entidad. La oferta de revocatoria 
señalará los actos y las decisiones objeto de la misma y la forma en que se propone restablecer el 
derecho conculcado o reparar los perjuicios causados con los actos demandados. 

Si el Juez encuentra que la oferta se ajusta al ordenamiento jurídico, ordenará ponerla en 
conocimiento del demandante quien deberá manifestar si la acepta en el término que se le señale 
para tal efecto, evento en el cual el proceso se dará por terminado mediante auto que prestará 
mérito ejecutivo, en el que se especificarán las obligaciones que la autoridad demandada deberá 
cumplir a partir de su ejecutoria. 

Lo anterior permite concluir que la autoridad accionada DINAE no está incursa en la 
transgresión denunciada, toda vez que no ha vulnerado el derecho fundamental invocado 
por el demandante, en la medida en que se encuentra dentro del término para resolverlo, 
por lo tanto, no se configura la violación deprecada en la presente tutela razón por la cual 
se negará el amparo solicitado. 
 
Finalmente, respecto de los vinculados Colombia Compra Eficiente-Sistema Electrónico 
de Contratación Público –SECOP II y todos los OFERENTES que se presentaron en el 
Proceso de Selección Abreviada de Menor Cuantía PN DINAE SA MC 020 2021, serán 
desvinculados de la presente acción constitucional. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR el amparo del derecho fundamental invocado por la UNIÓN 
TEMPORAL CONSULTORES ESVEL, representada legalmente por el señor 
ALEXANDER ARANA OSUNA, identificado con C.C.80.093.217, contra la  
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL DE 
COLOMBIA –DIRECCIÓN NACIONAL DE ESCUELAS DINAE, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 
 
SEGUNDO: DESVINCULAR a la AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN 
PÚBLICA - COLOMBIA COMPRA EFICIENTE-SISTEMA ELECTRÓNICO DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICO –SECOP II y todos los OFERENTES que se 
presentaron en el Proceso de Selección Abreviada de Menor Cuantía PN DINAE SA MC 
020 2021, del presente trámite constitucional. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a las 
partes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
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CUARTO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente a la 
H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en el 
artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Firmado Por: 
 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
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